
PROCESO: 16331-2022-00128 

RESOLUCIÓN: ACEPTANDO 

JUEZ: Ab. Laura Cecilia Cabrera López. 

VISTOS: Incorpórece a los autos el escrito que antencedente, en atención al mismo dispongo lo 
siguiente:1.-ANTECEDENTES: Comparece la ciudadana GLORIA GETRUDIS TOINGA SILVA, con 
numero de cedula de ciudadanía 1600061442, (en adelante legitimada activa), con sus Abogados 
Defensores Particulares Dr. Braulio Álvarez Toinga y Abg. Aida Chuisaca Flores, interponiendo demanda 
de garantías – Acción de Protección- en la Sala de sorteos y casilleros judiciales de la Corte Provincial de 
Justicia de Pastaza, misma que ha correspondido su conocimiento a la Unidad Judicial de lo Civil de 
Pastaza, acción propuesta en contra de María Brown Pérez, Ministra de Educación del Ecuador, 
Ximena Monserrath Loroíla Costales, Coordinadora de la Zonal 3 del Ministerio de Educación 16D01, 
Pastaza, Mera y Santa Clara, Carlos Manuel Ruiz Jara, Director Distrital de Educación 16D01, 
Pastaza, Mera y Santa Clara, María Fernanda Pumagualli Lerrena, Directora Regional de la 
Procuraduría General del Estado en Chimborazo (en adelante los legitimados pasivos) por los siguientes 
hechos: 

2.- FUNDAMENTOS DE HECHO: 

Según consta en el líbelo, la legitimada activa indica  en lo principal lo siguiente: 

“2.1. Mediante Acción de personal Nro. 001-DA de fecha 8 de junio de 1983, ingrese a prestar mis servicios 
como CONSERJE UNO en el Ministerio de Educación, labores que las desempeñe en diferentes 
instituciones educativas de la Provincia de Pastaza hasta el 29 de febrero del 2016. Es decir, laboré para 
el Ministerio de Educación por 32 años y 8 meses. 2.2. Una vez que cumplí 66 años de edad, y más de 30 
años de aportes al IESS, con fecha 10 de febrero del 2016, presenté al DIRECTOR DEL DISTRITO 
EDUCATIVO 16D01 DE PASTAZA, MERA Y SANTA CLARA, mi petición de renuncia voluntaria, junto con 
la documentación legal requerida- para la separación y cesación irrevocable definitiva al cargo que entonces 
venía desempeñando como Conserje Externa en la Unidad Educativa “Camilo Gallegos Domínguez”, del 
sector Bellavista, provincia de Pastaza. 2.3. En la petición referida, expresamente solicite el pago de los 
haberes laborales que me corresponden. 2.4. Mediante MEMORANDO DE ACEPTACION DE RENUNCIA 
O DESAHUCIO PARA ACOGERSE A LA COMPENSACION DE RETIRO POS JUBILACIÓN CODIGO DE 
TRABAJO, sin número, de fecha 29 de febrero del 2016, suscrito por el Liz. Juan Carlos López Casco, 
DIRECTOR DISTRITAL 16D01 PASTAZA- MERA-SANTA CLARA- EDUCATION, se me hizo conocer 
la aceptación de mi petición manifestando que: “...Revisado los documentos habilitantes que ingresan con 
su requerimiento se observa que usted está cumpliendo con los requisitos exigidos en la norma legal 
vigente para acceder a la compensación por retiro por jubilación. Consecuentemente, esta UATH informa 
que al Autoridad Nominadora ha aceptado su solicitud e informa que se iniciará el proceso de 
desvinculación”. 2.5. Mediante acta de finiquito de fecha 25 de noviembre del 2019, suscribí con los 
funcionarios del Ministerio de Educación el acta de finiquito en el que constaba únicamente la liquidación 
de haberes por la suma de 4.841,75 dólares, que en efecto me fueron cancelados. 2.6. En la misma fecha 
-25 de noviembre del 2019- suscribí conjuntamente con los funcionarios del Distrito de Educación antes 
referido, el certificado de pago código de trabajo, por jubilación voluntaria, la cual en su parte pertinente 
reconoce que el valor de pago que me corresponde por retiro voluntario es de 56.640 dólares (Cincuenta y 
seis mil seiscientos cuarenta dólares). 2.7. Es menester destacar que el valor de pago correspondiente al 
retiro voluntario se fundamenta en el Art. 8 del Mandato Constituyente Nro. 2; en el Oficio Circular Nro. 
MDT-SPN- DPNTE-2016-0001 de 29 de marzo de 2016, emitido por el Ministerio de Trabajo, mediante el 
cual se indicó la obligación de aceptar renuncias presentadas por trabajadores y se emitieron las directrices 
para los procesos de optimización del talento humano sujeto al Código del Trabajo por concepto de 
jubilación, respectivamente; y en el TERCER CONTRATO COLECTIVO CELEBRADO ENTRE EL 
MINISTERIO DE EDUCACION DEL ECUADOR Y EL COMITÉ  DE EMPRESA UNICO DE LOS 
TRABAJADORES DE SERVICIOS DEL MINISTERIO DE EDUCACION DEL ECUADOR. 2.8. Ahora bien, 
al momento de suscribir el certificado de pago código de trabajo -mencionado en el punto 2.6- los 
funcionarios referidos me supieron manifestar que en los próximos días se me acreditarían los valores que 
me corresponden situación que jamás se hizo efectiva hasta el día de hoy. 2.9. Desde la fecha antes 
mencionada -seis años atrás- y hasta el día de hoy, he tenido que vivir un interminable vía crucis, toda vez 
que pese a mi avanzada edad, a mi delicado estado de salud, y a la época sanitaria en que vivimos a 
propósito de la actual pandemia, durante todos estos años me he visto obligada a trasladarme una y otra 
vez al Ministerio de Educación en la ciudad de Quito -donde reposa el expediente original- a fin de que se 
me acredite el pago de los valores que me adeudan, y sobre los cuales me hicieron suscribir el certificado 
de pago código de trabajo. 2.10. Sin embargo, pese a mis reiteradas gestiones y reclamos verbales, 
únicamente he tenido como respuesta, un sin número de evasivas y promesas de pago que no se han 
materializado hasta la presente fecha. 2.11. Ante esta inacción indolente del Ministerio de Educación, con 
fundamento en el Art. 66.23 y 76.7.1 de la Constitución de la República, con fecha 8 de diciembre del 2021, 
presente formal petición a la Ministra de Educación, María Brown Pérez, solicitando  el pago de los 
valores que se me adeudan por la compensación por retiro voluntario. 2.12. Pese al tiempo 
transcurrido desde esta mi última petición, hasta el día de hoy no he tenido respuesta alguna a mi 



constitucional y justo reclamo, continuándose de esta forma, con la vulneración de mis derechos y garantías 
constitucionales. 2.13. La Constitución de la República reconoce que las personas adultas mayores, 
recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado, en especial en los campos de 
inclusión social y económica.2.14. El Protocolo de San Salvador, establece que: “Toda persona tiene 
derecho a protección especial durante su ancianidad”. 2.15. La Convención Interamericana Sobre la 
Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores manifiesta que, entre los deberes generales 
de los Estados, está el tomar medidas de cualquier otra índole, para garantizar a la persona mayor un trato 
diferenciado y preferencial en todos los ámbitos…; y que el Estado se compromete a garantizar la debida 
diligencia y el tratamiento preferencial a la persona mayor  para la tramitación, resolución y ejecución de las 
decisiones en procesos administrativos y judiciales. 2.16. La Corte Constitucional -cuyas resoluciones son 
vinculantes- ha manifestado que la atención prioritaria significa que, entre varias personas usuarias, quienes 
están en situación de vulnerabilidad tienen derecho a ser atendidas con preferencia. Entre varias personas 
que tienen derecho a recibir cualquier tipo de atención, las personas enumeradas en el artículo 35 de la 
Constitución tienen derecho de precedencia frente al resto... 2.17. Sobre el derecho de petición, la Corte 
Constitucional ha realizado el siguiente pronunciamiento: “A través del derecho de petición lo que se 
pretende fundamentalmente es que la administración asuma la obligación de entregar pronta, ágil y eficaz 
respuesta o resolución a lo solicitado de manera motivada”. 2.18. En el presente caso, queda evidenciado 
la falta, o ninguna respuesta al pago de la compensación económica a la que tengo derecho, pese a que 
soy una adulta mayor que debe ser atendida en forma expedita dentro de un plazo razonable, pues 
solamente así no se vulneraría mi dignidad humana y el derecho a una vida digna, toda vez que el derecho 
a la dignidad de los adultos mayores deber ser reconocido y tutelado, atendiendo a su situación de 
vulnerabilidad, situación que no ocurrió por parte de la entidad accionada. 2.19. Es importante destacar que 
los grupos de atención prioritaria históricamente por su condición social, económica, cultural y política, edad, 
origen étnico se encuentran en condición de riesgo que les impide incorporarse al desarrollo y acceder a 
mejores condiciones de vida, al buen vivir. 2.20. De ahí que, la Corte Constitucional, ha reconocido la 
obligación estatal de dar atención preferente a las personas adultas mayores para que reciban justicia 
adecuada y oportuna y puedan acceder a una vida digna y no se vean afectados otros derechos como en 
el presente caso, y justamente por ello ha señalado en relación a las personas adultas mayores que: "En 
cuanto a las obligaciones de protección y respeto, el Estado debe impedir que se efectúe cualquier acto u 
omisión que menoscabe el goce de los derechos para este grupo de atención prioritaria. Las personas 
adultas mayores son un grupo de personas que gozan de especiales derechos, y por tanto, los Estados se 
encuentran en la obligación de garantizar en la mayor medida posible que estas personas ejerzan sus 
derechos, observando no solo las disposiciones constitucionales sino además el bloque de 
convencionalidad“. 2.21. La Convención Interamericana Sobre la Protección de los Derechos Humanos de 
las Personas Mayores considera “Negligencia”, el error involuntario o falta no deliberada, incluido entre 
otros, el descuido, omisión, desamparo e indefensión que le causa un daño o sufrimiento a una persona 
mayor, tanto en el ámbito público como privado, cuando no se hayan tomado las precauciones normales 
necesarias de conformidad con las circunstancias. 2.22. Es de recordar que, en la referida Convención, los 
estados partes incluso se comprometen a adoptar las medidas de acción afirmativas que fueren necesarias 
a fin de tutelar los derechos de los adultos mayores. 2.23. Queda claro entonces que el estado ecuatoriano 
está obligado a adoptar y fortalecer todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales a fin de 
garantizar un trato diferenciado y preferencial de los adultos mayores en todos los ámbitos. 2.24. Respecto 
a la vulneración de los derechos constitucionales a la seguridad jurídica y tutela judicial efectiva de un adulto 
mayor, la Corte Constitucional ha señalado: "...es fundamental referirse a la situación del accionante, en 
cuanto no solo se constituye en un adulto mayor que requiere atención prioritaria por parte del Estado, 
conforme lo dispuesto en el artículo 36 de la Constitución de la República, sino que además debe 
considerarse la implicación que una vulneración de este tipo podría generar para el desarrollo de su vida 
digna... Las garantías jurisdiccionales no solo deben limitarse a determinar la vulneración de derechos 
constitucionales considerando los hechos fácticos y su correlación con la normativa jurídica, que se 
desprendan del caso concreto, sino además las afectaciones y los sufrimientos que dichas vulneraciones 
generaron o generen en el proyecto de vida de la victima de tal vulneración, puesto que, de esta forma, las 
garantías jurisdiccionales protegerán y salvaguardarán integralmente los derechos constitucionales y las 
consecuencias de su vulneración”2.25. También ha manifestado el máximo juzgador constitucional, que la 
renuncia voluntaria con compensación depende de la aceptación por parte de la autoridad nominadora, la 
cual es exigible en caso de que la renuncia haya sido aceptada una vez cumplidos los requisitos 
respectivos. 2.26. Atención especial merece la el pronunciamiento de la Corte Constitucional que manifiesta: 
“Precisamente, si bien la acción de protección no está orientada a sustituir a la justicia ordinaria, las juezas 
y jueces constitucionales están obligados e elaborar un análisis de fondo del caso concreto que 
sobrepasando los límites del mero ritualismo y formalidad, permita constatar adecuadamente si el caso 
concreto cuenta con otra vía, adecuada y eficaz o si por el contrario, la vía constitucional es la idónea, dado 
el asunto controvertido; pues la exclusión de esta última no puede fundamentarse en un simple resguardo 
y ordenación de competencias“. 2.27. En este sentido, en la jurisprudencia vinculante en mención, ha 
determinado como regla, con el carácter erga omnes, a ser observada por las y los jueces cuando conocen 
una acción de protección, que los Juzgadores deberán realizar un profundo análisis acerca de la real 
existencia de la vulneración de derechos constitucionales en sentencia, sobre la real ocurrencia de 
los hechos del caso concreto. Las juezas o jueces constitucionales únicamente, cuando no encuentren 
vulneración de derechos constitucionales y lo señalen motivadamente en su sentencia, podrán determinar 



que la justicia ordinaria es la vía idónea y eficaz para resolver el asunto controvertido. 2.28. La Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en armonía con la Constitución también establece 
requisitos de procedibilidad complementarios a la garantía constitucional en su artículo 40, que en la especie 
se cumplen: Existe vulneración de derechos fundamentales, seguridad jurídica, y, a la vida digna. 2.29. El 
agotar la vía administrativa y de la justicia ordinaria, cuando exista una vulneración de derechos 
fundamentales, implica considerar a las garantías constitucionales como residuales, lo cual contrapone lo 
medular de la acción de protección, que establecen los artículos 86, 87 y 88 de la Carta Magna. 2.30. Todo 
lo expuesto nos lleva a concluir, que la vía constitucional es la correcta para reclamar la vulneración a mi 
derecho de petición, por mi condición de pertenecer a un grupo de atención prioritaria, y por cuanto la 
entidad accionada no me ha cancelado el incentivo que me corresponde por mi retiro voluntario 
oportunamente aceptado por mi ex empleador, el cual me resulta indispensable para mi sustento y viga 
digna. 2.31. Señor Juez, está por cumplirse SEIS AÑOS desde que se debió cancelarse los valores que 
hoy reclamo, y, sin embargo, injustificadamente no se me ha acreditado los mismos, pese a que me 
encuentro en una edad en la que preciso con urgencia estos recursos a fin de procurarme una vida digna. 
2.32. Téngase en cuenta que esta vulneración de mis derechos se confirma con la falta de contestación a 
mi petición de fecha 8 de diciembre del 2021, la cual no ha tenido respuesta alguna. 3.33. No podemos 
dejar de mencionar que el Estado y sus funcionarios, están obligados a reparar por las violaciones de los 
derechos de los particulares, por la deficiencia en la prestación de los servicios públicos. 2.34. Por todo lo 
antes mencionado, la falta de contestación a mi petición de fecha 8 de diciembre del 2021, constituye 
omisión ilegítima que violenta mis elementales derechos y garantías constitucionales” 

3.- DERECHOS QUE LA ACCIONANTE CONSIDERA VULNERADOS: 

a. Derecho a recibir resoluciones motivadas por parte de los poderes públicos. Art.76.7.1 Ibídem. 

b. Derecho a la atención prioritaria, a la jubilación y a la adecuada asistencia económica a los adultos 
mayores. Art. 35, 36, 37.3, 38.2 y 38.9 de la Constitución. 

c. Derecho a la seguridad jurídica. Art. 82 Ibíd. 

d. Derecho a una vida digna. Art. 66.2 Ibídem. 

Intervención del Dr. Braulio Álvarez Toinga, en representación de la legitimada activa, quien efectúa 
la siguiente exposición: 

“En este caso proponemos este reclamo constitucional en lo siguiente la accionante desde el 9 de julio de 
1983, previo nombramiento suscrita en debida forma ha prestado sus servicios lícitos y personales 
como conserje  1 para el Ministerio de Educación hasta el 29 de febrero 2016, es decir a laborado por un 
lapso de 32  años y 6 meses exactamente, una vez que el accionante cumplió sus 66 años de edad  más 
de 30 años de aportaciones al IESS con fecha 10 de febrero del 2016 la accionante presento el escrito de 
renuncia y separación al Ministerio de Educación al distrito respectivo solicitando el pago de los haberes 
laborales que le corresponden que es menester indicar en este momento que para que se presenten estos 
oficios internamente se tenía que estar en la lista previamente aprobado por el ministerio para poder hacer 
esta aplicación y así se lo hizo señora jueza y esta es la parte trascendental de este reclamo, mediante 
Oficio s/n de fecha 29 de febrero del 2016, quien entonces ahora es el Director Distrital D16001Pastaza-
Mera-Santa Clara, de Educación, Lic. Juan Carlos López Casco le remite la contestación  a esta petición y 
hace referencia a los demás  puntuales; primero manifiesta que se acepta la petición de renuncia primer 
punto trascendental, y segundo afirma en este comunicado que aplicaría como prueba más adelante que 
cumple con todos requisitos para que se le otorgue el reconocimiento por retiro voluntario  esto el 29 
de febrero del 2016. Señora juez tres años después el 25 de noviembre del 2019, la accionante es 
convocada acudir al Distrito de Educación en referencia a fin de suscribir dos documentos, por una parte el 
acta de finiquito y por otra parte el certificado de pago código de trabajo por jubilación voluntaria la cual en 
su parte pertinente expresan, reconocen que el valor de pago correspondiente al debido voluntario del 
accionante era cincuenta y seis mil seiscientos cuarenta dólares americanos (56.640,00usd) una vez 
suscrito estos documentos se indica a la accionante que estos valores se cancelaran 
en próximos días porque efectivamente ya estaba firmando el certificado de pago que estaba recibiendo, 
mas resulta ser que al aspecto al valor correspondiente al retiro voluntario jamás se lo acredito, desde la 
fecha antes mencionada desde que se presentó la renuncia hasta el día de hoy siendo mi defendida una 
persona adulta mayor tiene varias complicaciones de salud ha vivido un viacrucis  para exigir este pago de 
compensación en la Dirección Distrital de Educación de Pastaza le indicaron que todo el proceso 
se encontraba en el Ministerio de Educación  en la capital de la republica pese a sus delicadas situación de 
la tercera edad se ha trasladado reiteradamente hasta el Ministerio de Educación casi como un acto de 
súplica hablando con los funcionarios correspondientes que durante todo este lapso más de seis años le 
han dicho que ya está listo, que venga mañana, que la próxima semana, que falta un documento y nunca 
le dieron una respuesta contundente, frente a esta inacción y situación tan dolorosa en época de pandemia 
nunca dejo la señora de ir  a contestar de ir a firmar en el Ministerio de Educación y reclamar sus derechos, 
con fecha 8 de diciembre del 2021, se presenta formal petición a la Ministra de Educación Sra.  María Brown 
Pérez, haciéndole una explicación de la solicitud y expresamente solicitando el pago de los valores que se 
adeudan por la compensación por retiro voluntario, jamás hasta la presente fecha hemos 



una respuesta motivada por parte de la ministra antes referida, que cumplan con los requisitos 
con parámetros establecidos por la corte constitucional especialmente con el parámetro de eficacia, es 
decir que dé una respuesta eficaz a la petición, después que fue calificada la presente acción por su parte 
señora jueza, recibimos un comunicado del Director de Recursos Humanos diciendo 
que estaba con  observaciones por un acto de irresponsabilidad del Distrito de Educativo de Pastaza y que 
le habían exigido que haga las correcciones y no se dice nada al respecto al derecho de la accionante  que 
reclamaba  que se debería responder por lo que han habido varios pronunciamientos de la autoridad a la 
que se le dirige la petición situación que jamás ha sucedido hasta la presente fecha. La 
Constitución reconoce que las personas adultas mayores recibirán atención prioritaria y especializada en 
los ámbitos publica y privado  en especial en el campo de inclusión social y económica así expresamente 
lo recoge el Art.- 36 de la norma suprema, las normas internacionales que desarrolla los derechos de las 
personas adultas constan  recogidos en el Protocolo de San Salvador también conocido como Protocolo 
sobre Derechos Sociales, Económicos y Culturales, al respecto ese art. 17 dice exactamente 
los siguiente toda persona tiene derecho a protecciones especial durante su ancianidad por 
su parte la Comisión Interamericana Sobre la Protección de los Derechos Humanos a las Personas 
Mayores dispone su Art. 4 que entre los deberes generales de los Estados está en tomar medidas que 
cualquier otra índoles para garantizar  a la persona mayor un trato diferenciado y preferencial en todos 
los ámbitos y que el Estado se compromete a garantizar la debida diligencia y el tratamiento preferencial a 
la persona mayor para la tramitación, resolución y ejecución de las decisiones de la de procesos 
administrativos y judiciales, en esta misma línea la Corte Constitucional ha ido desarrollando a partir de las 
últimas resoluciones en los últimos años lo que se conoce como desarrollo progresivo de los |derechos de 
la tutela a favor de los adultos mayores y existen varias sentencias que están siendo ya ejecutadas 
a través de la presente acción me referiré al Nro. 889-2020 de fecha 10 de marzo del 2021, que manifiesta 
que la atención prioritaria significa entre varias personas o usuarios quienes están en situación de 
vulnerabilidad tienen derecho a ser atendidas con preferencia frente al resto de ciudadanos; la Corte 
Constitucional en Sentencia Nro. 287-2016 de fecha 31 de agosto, lo siguiente las 
personas adultas mayores son un grupo de personas que gozan de especiales derechos y por tanto los 
Estados se encuentran en obligación de garantizar en mayor medida posible estas personas ejerzan sus 
derechos observando no solo las disposiciones constitucionales sino a demás lo que observando el bloque 
de convencionalidad; por su parte la Comisión Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores en su art. 2 considera negligencia: Error involuntario o falta no 
deliberada, incluido entre otros, el descuido, omisión, desamparo e indefensión que le causa un daño o 
sufrimiento a una persona mayor tanto en el ámbito público como privado cuando no se hayan tomado las 
precauciones normales necesarias de conformidad con las circunstancias, como lo recoge el Art.4 numeral 
d de la referida convención los Estados partes se compromete a adoptar las medidas de acción afirmativas 
que fueren necesarias a fin de tutelar los derechos de los adultos mayores, y este mismo convenio el Estado 
ecuatoriano está obligado adoptar y fortalecer todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales a 
fin de garantizar el trato  diferencial y preferencial a los adultos mayores en todos los ámbitos. Respecto a 
la vulneración de los derechos constitucionales, a la seguridad jurídica y tutela judicial de un adulto mayor 
la corte constitucional mediante Sentencia Nro. 175-2014 de fecha 15 de octubre de 2014, señala es 
fundamental referencia a la situación del accionante en cuanto no solo se constituye en adulto mayor que 
requiera atención prioritaria por parte del Estado sino que debe considerarse implicación que una 
vulneración de este tipo podría generar para el desarrollo de su vida digna, las garantías jurisdiccionales no 
sola deben limitarse a determinar la observación de los derechos constitucionales considerando los hechos 
facticos y su correlación con la normativa jurídica que se desprende del caso concreto sino además las 
afectaciones y sufrimientos que dichas vulneraciones generan en el proyecto de vida de la victima de tal 
vulneración, también manifestando el máximo juzgador constitucional en Sentencia Nro. 36-2015 del 9 de 
junio del 2020, que la renuncia voluntaria con compensación depende de la aceptación de la autoridad 
nominadora la cual se vuelve exigible en caso de que la renuncia en efecto haya sido aceptada una vez 
cumplido los requisitos respectivos es lo que acontecido en esta; sobre el derecho de protección  sentencia 
Nro. 90-2015 del 10 de marzo del 2015 manifiesta que a través del derecho de protección de lo que se 
pretende fundamentalmente es que la administración asuma la obligación de entregar de forma ágil y eficaz 
es decir una respuesta que produzca el reclamo que presenta la peticionaria o resolución solicitada de 
manera motivada, en este caso por todo lo expuesto queda evidenciado la falta o ninguna respuesta válida 
a la compensación económica de la accionante pese a que se trata de una adulta mayor que debe ser 
atendida de  forma expedita dentro del plazo razonable, solo así no se vulnera su dignidad humana y el 
derecho  a la vida digna atendiendo a su situación de vulnerabilidad, situación que no ocurrió por  la parte 
de la entidad accionada lo que nos lleva a concluir que en efecto la vía constitucional es la correcta para 
reclamar la declaración de sus derechos de petición y demás derechos y garantías constitucionales por la 
condición de la accionante por pertenecer a un grupo de atención prioritaria, señora juez seis años han 
transcurrido desde que se presentó la renuncia, cinco años por cumplirse desde que le hicieron firmar el 
comprobante de pago y hasta el día de hoy no ha tenido ninguna respuesta, téngase en cuenta que esta 
vulneración de sus derechos de la accionante se confirma nuevamente con la falta de contestación oportuna 
motivada  y escasa parámetros establecidos por la Corte Constitucional a la petición que se envió el 
diciembre del 2021 por parte de la Ministra de Educación; por todo lo mencionado la falta de contestación 
oportuna de lo antes mencionada constituye omisión  ilegitima que violenta sus elementales derechos y 
garantías constitucionales y que son los siguientes: derecho a la pensión voluntaria, a la jubilación, y 



adecuada asistencia económica del adulto mayor, derecho a la seguridad jurídica, derecho a recibir 
resoluciones motivadas por parte de los poderes públicos y el derecho a una vida digna, por lo expuesto 
comparezco con la siguiente pretensión a fin con el Art. 18 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Social mediante sentencia primero se declare la vulneración de los derechos y garantías 
constitucionales del accionante antes referidos, como reparación integral el inmediato pago de la 
compensación por retiro voluntario que tiene derecho debe recibir según lo reconocido expresamente el 
Ministerio de Educación más los intereses legales y a fin que la situación no se continúe pedimos como 
tercera petición que la señora Ministra de Educación proceda a pedir las disculpas públicas pertinentes 
mediante periódico de amplia circulación. En este momento produzco mi prueba anunciada: A fs. 3 y 4 la 
petición ultima realizada por la accionante 19 del 2021 haciendo la exposición del caso en la parte final se 
manifiesta por parte del accionante de manera formal clara y precisa, por todo lo fundamento en el Art. 66, 
23, 76. 7. e) de la Constitución de la Republica solicito se orden el inmediato pago de la compensación por 
retiro voluntario tengo derecho a recibir, esta petición hasta el día de hoy no recibido una respuesta motivada 
por parte de la Ministra de Educación. A fs. 6 y 7 consta que la Acción de Personal dentro la cual el 
accionante presta sus servicios 9 de octubre de 1983 como conserje 1 para el Ministerio de Educación. A 
fs. 5 es la petición del 10 de febrero del 2016 manifestando que ha cumplido los requisitos para los pagos 
de liquidación. A fs. 8 consta el Memorando de Aceptación de Solicitud de Renuncia o Desahucio por 
Acoplarse al Retiro Voluntario de fecha 29 de febrero del 2016 Lic. Juan Carlos López Casco Director 
Distrital. A fs. 9 Certificado de Pagos de fecha 29 de febrero 2016. Por lealtad procesal con posterioridad a 
la aceptación a trámite de esta acción fuimos Notificados por parte del Director Nacional de Talento Humano 
Lenin Andrés López Andrade con Oficio Nro. MINEDUC-DNTH-2021-01813-OF de fecha 28 de 
diciembre del 2021, indica que el proceso de mi defendida se encuentra observado por el Ministerio de 
Educación y ha sido enviado al Distrito de Pastaza y a la Coordinación zonal para que hagan la corrección 
respectiva, sin embargo, no da constatación a lo solicitado. A más se indica que el expediente que ha sido 
entregado por los accionados se encuentra mutilado no consta petición alguna o solicitud de corrección 
alguna dentro del expediente. Por lo expuesto al haber justificado el hecho y en derecho que es motivo de 
mi pretensión en forma que establece la Constitución, la jurisprudencia constitucional solicito que se declare 
con lugar la presente acción en la forma que la hemos propuesto” 

Medios probatorios legitimada activa: 

1. Petición de fecha 8 de diciembre del 2021, dirigida a la Ministra de Educación, María Brown Pérez, 
solicitando el pago de los valores que se me adeudan por la compensación por retiro voluntario, la cual no 
ha tenido respuesta alguna. 

2.Acción de personal Nro. 001-DA de fecha 8 junio de 1983 mediante el cual ingresé a prestar mis servicios 
para el Ministerio de Educación, como CONSERJE UNO. 

3.Petición de fecha 10 de febrero del 2016, dirigida al Ing. Alexander Cevallos Toro, DIRECTOR DEL 
DISTRITO EDUCATIVO 16D01 DE PASTAZA, MERA, SANTA CLARA, mediante la cual presenté mi 
renuncia voluntaria para acogerme a la jubilación ordinaria por vejez. 

4.MEMORANDO DE ACEPTACION DE RENUNCIA O DESAHUCIO PARA ACOGERSE A LA 
COMPENSACION DE RETIRO POR JUBILACIÓN CODIGO DE TRABAJO suscrito por el Lcdo. Juan 
Carlos Casco, DIRECTOR DISTRITAL 16D01 PASTAZA-MERA-SANTA CLARA-EDUCACIÓN, de fecha 
29 de febrero del 2016, mediante el cual me da a conocer que se acepta mi solicitud de renuncia, y que 
cumplo con los requisitos establecidos en la normativa legal vigente para acceder a la 
compensación por retiro por jubilación. 

5. El certificado de pago código de trabajo, por jubilación voluntaria, cuya fecha de desvinculación es el 29 
de febrero del 2016, suscrito juntamente con los representantes de la entidad accionada, el cual en su 
parte pertinente reconoce que el valor total que tengo derecho a recibir por desahucio y retiro 
voluntario es de 56.640 dólares (Cincuenta y seis mil seiscientos cuarenta dólares). 

6.  Se ordenará a la Ministra de Educación, María Brown Pérez, que una vez citada, en el término de 24 
horas y bajo prevenciones de ley, remita copia certificada de todo el expediente íntegro de la 
Accionante, sobre lo que es materia de la presente acción.  

2.1.- PRETENSIÓN CONCRETA. - 

La legitimada activa en el contenido de su demanda de garantías, específicamente en el numeral 3, reclama 
por medio  de esta acción lo siguiente: 

Se declare la vulneración de los siguientes derechos y garantías constitucionales: 

a. Derecho a recibir resoluciones motivadas por parte de los poderes públicos. Art. 76.7.1 Ibídem. 

b. Derecho a la atención prioritaria, a la jubilación y a la adecuada asistencia económica a los adultos 
mayores. Art. 35, 36, 37.3, 38.2 y 38.9 de la Constitución. 

c. Derecho a la seguridad jurídica. Art. 82 Ibídem. 



d. Derecho a una vida digna. Art. 66.2 Ibídem. 

3.- CONTESTACIÓN A LA DEMANDA DE GARANTÍAS.- 

Una vez señalado día y hora para la audiencia pública de acción de protección han comparecido por parte 
de los legitimados pasivos MINISTRA DE EDUCACIÓN DEL ECUADOR, la COORDINADORA DE LA 
ZONA 3 DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN y elDIRECTOR DISTRITAL DE EDUCACIÓN 16D01-
PASTAZA- MERA- SANTA CLARA representados por el Dr. Angel Fray Zabala, siendo que dentro de su 
contestación a la demanda y argumentos propuestos expone lo siguiente: 

Intervención del Dr. Angel Fray Zabala en representación de la Ministra de Educación del Ecuador 
señora María Brown Pérez; la Coordinadora de la zona 3 del Ministerio de Educación señora Ximena 
Monserrath Loroña Costales y del Director Distrital de Educación 16d01-Pastaza- Mera-Santa 
Clara señor Carlos Manuel Ruiz Jara: 

“Mi intervención se encuentra legamente legitimada según lo contempla el Acuerdo ministerial 0036-2021 
art.-1 literal a) al establecer intervenir en la representación de la máxima autoridad y autoridades de mayor 
jerárquico de esta cartera de Estado en todas y cada una de las causas o procesos judiciales ordinarios y 
constitucionales de competencia del Ministerio de Educación, así como en los procedimientos 
administrativos que se instalen en contra o en los cuales participe esta entidad pública. Conforme lo estable 
el Art. 14 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional doy inicio a mi 
intervención manifestando que dentro de los argumentos manifestados por la parte de la defensa accionante 
no se ha escuchado cuales son los motivos por los cuales se fundamenta para indicar que haya una 
vulneración de derechos constitucionales ya que la naturaleza de la audiencia de garantías jurisdiccionales 
de la acción de protección tiene como objetividad reconocer cuales son los motivos y derechos 
constitucionales que han sido vulnerados, en relación al caso de la señora Gloria Getrudis Toinga 
Silva, quien desempeñaba las actividades de Conserje en la Unidad Educativa Camilo Gallegos Domínguez 
perteneciente a la Dirección Distrital 16D01 después de cumplirse 66 años de edad de haber realizado más 
de 393 aportaciones en el IESS decide acogerse al derecho jubilación voluntaria derecho constitucional que 
ha sido declarado por parte del Ministerio de Educación y ejercida por la hoy accionante ya que ha cumplido 
con todos los requisitos necesarios y exigidos por la ley en la acción de protección planteada el lineamiento 
principal del accionante se vulnera derechos de petición que no busca generar en la administración pública 
porque mediante el derecho de petición el juzgador en sede constitucional no puede ordenar algo de 
administración por lo tanto el accionante busca que se le cancele el dinero de su jubilación aduciendo que 
se le ha vulnerado derecho, debemos recordar que cuando la trabajadora publica accedió  a su trámite de 
jubilación el derecho a la bonificación fue declarado por parte del Ministerio de Educación conforme se 
desprende del acto administrativo del cual se pretende ser el hecho  generador en esta acción de 
protección, por lo tanto en el derecho de jubilación al estar declarado el mecanismo de exigibilidad se torna 
ineficaz mediante la acción de protección, porque la acción de protección no puede declarar derechos y 
ante la acción de protección es para el amparo y tutela directa y eficaz del mismo, la vía expedita que tiene 
la ex trabajadora se encuentra en el contencioso administrativo, ya que es la única autoridad principal que 
puede ordenar el cumplimiento de pagos y a su vez la bonificación de partidas presupuestarias a todos los 
trámites administrativos que tenga que realizar para su cumplimiento, hay que ser enfáticos igual que en la 
demanda de acción de protección presentada por la accionante se dedica en varias páginas a explicar la 
subsidiariedad de la acción de protección, aspecto que en la doctrina constitucional se encuentra ya 
anunciado por lo tanto la forma en la cual esta propuesta la acción no permite la viabilización  de la misma 
porque pide la declaración de un derecho y según establece el Art. 42 numeral 5 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales al hablar de improcedencia de la acción.- La acción de protección de derechos 
no procede cuando la pretensión del accionante sea la declaración de un derecho y en este caso ya está 
declarado su derecho entonces el mecanismo idóneo es buscar la tutela de su derecho subjetivo ya 
declarado pero mediante una acción por vía contenciosa administrativo. Se debe tomar en cuenta que el 
Ministerio de Educación no es una institución con autonomía financiera es decir que depende también  de 
otras instituciones para poder culminar los procesos administrativos en este caso el pago de la bonificación 
del accionante como se puede evidenciar de los documentos que se encuentran anexos al expediente que 
servirán como prueba a mi favor existe todo el proceso administrativo que sea realizado por parte del 
Ministerio de Educación dentro de sus competencias dejando claro que el expediente es armado en la 
Dirección Distrital posteriormente enviado a los diferentes niveles tanto zonal y central, por lo tanto solicito 
que se tome en cuenta el documento ingresado con fecha 23 de febrero del 2022 en el cual consta dos 
juegos de copias certificadas, el primero es el anexo 1 con el expediente que realizo la Dirección Distrital 
en la cual consta todos los requisitos que sugiere para esta clase de procedimientos, el mismo que fue 
remitido al nivel zonal y central como también lo manifestaba el abogado de la parte accionante el mismo 
que fue devuelto para subsanar varios errores que contenían el mismo  y posterior a esto existe un segundo 
juego de copias debidamente certificadas y que constan en el anexo 2 expediente que fue ya subsanado 
con todas las observaciones realizadas por el nivel zonal y central esto es en el cálculo de valores que 
contenía el acta  de finiquito ahí se realizó una modificación porque existía un error y debía ser subsanado, 
es necesario tener en cuenta que el día viernes 18 de febrero del 2022 fue habilitada la página del sistema 
único de trabajadores plataforma que la maneja y controla el Ministerio de Trabajo para poder 
modificaciones en el acta de finiquito eso ya no depende del Ministerio de Educación se realiza el tramite 



pertinente para que pueda ser habilitada esta página y de esta manera se viabilice las notificaciones 
pertinentes, como constancia de aquello la señora Gloria Getrudis Toinga Silva,  se acercó a la Dirección 
Distrital a firmar dicho documento que fue modificado el día viernes 28 de febrero del 2022 para constancia 
se tiene  el documento firmado por la señora que fue considerado y puesto en conocimiento del abogado, 
por lo cual queda constancia que se está realizando el trámite pertinente para que la señora pueda ser 
beneficiada a su derecho de la bonificación, de igual manera solicito dentro del expediente consta el 
Memorando Nro. MINEDUC-DNTH-2020-05224-M con fecha 6 de noviembre del 2020 donde recién  se 
emiten las directrices previas a la pago de indemnizaciones de docentes y personal Código de 
Trabajo, dentro del expediente consta el protocolo ya que hay que tomar en consideración que el Ministerio 
de Educación realiza dos formatos uno del Ministerio de Educación y otro del Ministerio del Trabajo, por lo 
que es remitido para su respectiva variación dentro de este proceso consta solicitud de jubilación voluntaria, 
acta de finiquito, acción de personal, contrato de trabajo por tiempo indefinido, el historial del IESS, el 
certificado de pago, la certificación, la declaración juramentada y la tracción de bienes; todo proceso de 
recopilación de requisitos y manejos de la plataforma del sistema de trabajadores lo maneja el Ministerio 
de Trabajo debemos considerar que también se remite a esa cartera de Estado para poder verificar que no 
existan inconvenientes, en este caso la señora Gloria Getrudis Toinga Silva al haber cumplido con todos 
los requisitos establecidos se remitió ya el expediente a la Coordinación Zonal para su validación y también 
Coordinación Central para su aprobación según consta en el Memorando MINEDUC-CZ3-2022-01066-
M  de fecha 17 de febrero del 2022, suscrito por la  Magister Ximena Monserrath, Coordinadora de Zonal 3 
una vez que esta revisado y validado por el nivel central se enviara el expediente al Ministerio del Trabajo 
para su revisión y el ultimo filtro ya dependerá posteriormente al Ministerio de Finanzas para el pago de 
esta bonificación, la accionante ha manifestado que ha sido vulnerado varios derechos constitucionales 
como es el derecho a recibir  soluciones motivadas, en análisis al derecho sebe aclarar que todo acuerdo 
ministerial o función emitida por el Ministerio de Educación en cumplimiento al Art. 76 numeral 7 de la 
Constitución de la Republica son debidamente motivadas, quizá se trate de confundir a su autoridad con la 
administración que realiza internamente el ministerio con los actos administrativos, lo cual solicito que el 
accionante se pronuncie a que resolución hace referencia al invocar que dicho derecho se encuentra 
vulnerado y también se presente en esta audiencia cualquier documento que exprese que el Ministerio de 
Educación ha negado o a desconocido este derecho que tiene el accionante a la jubilación de igual manera 
hace referencia al derecho a la atención prioritaria, a la jubilación y a la adecuada asistencia económica a 
los adultos mayores, manifiesto que el Ministerio de Educación es una institución muy respetuosa a estos 
derechos contemplados en la Constitución de la República por lo que se debe entender que le tramite del 
accionante para acceder al pago de la bonificación es lo que se está realizando y validando tanto en el nivel 
zonal y central teniendo la Dirección Distrital obligación de subsanar los errores que exista para posterior a 
ello remitir las carteras de Estado  de acorde a sus competencias, el derecho a la jubilación no ha sido 
vulnerado ya que las trabajadora se encuentra actualmente jubilada por el IESS, recibiendo su pensión 
mensual por jubilación ya que el Ministerio de Educación abalizado con el IESS para el pago de su 
jubilación,lo cual no se ha limitado su derecho, en la presente acción de protección lo que se ha solicitado 
por parte del accionante es el pago del abono fijación por parte del Ministerio de Educación la misma que 
se encuentra en trámite como ya lo había explicado ya que el Ministerio debe cumplir estrictamente con las 
exigencias hasta llegar al pago de dicha bonificación de igual manera se ha manifestado que existe una 
vulneración de derechos a la seguridad jurídica en relación al derecho de seguridad jurídica establecida en 
el Art.- 82  de la Constitución de la República debo recalcar que esta cartera de Estado ha realizado o a 
dado cumplimiento en todos los procedimientos establecidos en tanto en los acuerdos ministeriales en las 
leyes y en la Constitución de la República, el derecho a una vida digna  también manifiesta el accionante, 
no se puede hablar de una vulneración a una vida digna ya que la señora es jubilada por el IESS y que en 
la actualidad cobra su pensión mensual lo que se debe hacer referencia que es a una bonificación que es 
una complementación a la jubilación es necesario declarar que el Ministerio de Educación reconoce el 
derecho que mantiene la accionante a la jubilación, el Ministerio de Educación al no tener una autonomía 
financiera depende de otras carteras de estado para concluir con los trámites para el pago de bonificación, 
se debe considerar que el accionante trata de desnaturalizar la garantía jurisdiccional y hacer un medio de 
cobro forzoso ya que como se ha manifestado anteriormente se encuentra declarando y cumpliéndose 
varios procedimientos que por ley. Se rechaza todas las pretensiones de la parte actora puesto que no 
existe vulneración de derechos constitucionales. 

3.1. Medios probatorios legitimados pasivos: a) Anexo 1 y 2.b) Memorando número MINEDUC -DNTH-
2020-05224M de fecha 6 de noviembre del 2020. 

4.- COMPETENCIA DE LA JUEZA DE LA UNIDAD JUDICIAL CIVIL CON SEDE EN PASTAZA Y DE 
INSTANCIA CONSTITUCIONAL. 

4.1. SOBRE LA COMPETENCIA. 

Con fecha 17 de Noviembre del 2016, el pleno del Consejo de la Judicatura mediante Resolución N° 183-
2016, procede a nombrarme y designarme Jueza de la Unidad Judicial Civil de Pastaza y es así que 
mediante acción de personal N° 11588-DNTH-2016-TC, de fecha 14 de diciembre del 2016, fui debidamente 
posesionada al cargo antes indicado y empecé mis funciones jurisdiccionales. 



Es por tal razón que al entrar en funciones me corresponde la tarea de Administrar Justicia potestad que 
como sabemos emana del pueblo y se la ejerce a través de los órganos de la Función Judicial conforme a 
lo prescrito en el Art. 167 de la Constitución de la República. Por ello la Jurisdicción y la competencia nacen 
de la Constitución y la Ley según lo previsto en los Arts. 1, 7 y 150 del Código Orgánico de la Función 
Judicial y en materia Constitucional conforme el Artículo 7 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Constitucional, se ha otorgado a los jueces de primer nivel competencia para conocer las 
demandas de garantías de actos u omisiones vulneradores de derechos constitucionales, siendo de esta 
forma competente en razón de la materia para conocer la acción ordinaria de protección presentada por la 
legitimada activa, por lo tanto avoco conocimiento de este caso para continuar con el trámite previsto por la 
ley. 

4.2. SOBRE LA VALIDEZ PROCESAL. 

Por cuanto se han observado las garantías y principios constitucionales, al encontrarme en funciones y 
conforme a lo establecido en el Artículo 86 Número 2 de nuestra Carta Magna y Artículo 7 de la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, al no haberse alegado, omitido ni trasgredido 
requisito ni solemnidad que pueda causar la nulidad de lo actuado, DECLARO LA VALIDEZ PROCESAL. 

  

4.3.-SOBRE LA LEGITIMACIÓN ACTIVA. 

La peticionaria se encuentra legitimada para interponer la presente acción de protección, en virtud de 
cumplir con los requerimientos establecidos en el artículo 86 numeral 1) de la Constitución del Ecuador[vii], y 
el artículo 9 letras a y b de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; 

 5.-CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA JUZGADORA DE INSTANCIA CONSTITUCIONAL. 

Una vez determinado la competencia para conocer y pronunciarme respecto de la presente acción, tomando 
en cuenta los argumentos y solicitudes formuladas por las partes, la suscrita Jueza de Garantías 
Constitucionales, estima necesario determinar cuáles fueron los puntos sujetos a controversia y entorno a 
los mismos desarrollar el análisis a través de la solución del problema jurídico que a continuación se procede 
a identificar:  

5.1.-PUNTOS SUJETOS A CONTROVERSIA. 

De las intervenciones realizadas por los sujetos litigantes en la Audiencia de Garantías Constitucionales en 
concreto se pudo desprender el siguiente punto a controversia:  

a).-La legitimada activa ha propuesto esta acción debido a que los legitimados pasivos, pese a que en el 
momento de desvincularle de la institución le han reconocido su derecho a recibir la compensación por 
retiro voluntario suscribiendo el certificado de pago de código de trabajo, bajo el ofrecimiento de que en los 
próximos días se le acreditarán los valores que corresponda, situación que jamás ocurrió pues no se hizo 
efectiva, a consecuencia de esto, la legitimado activa como persona de la tercera edad ha realizado los 
reclamos a efectos de que se restituya este derecho reconocido por nuestra Constitución, más su petición 
no ha sido atendida por parte de los legitimados pasivos y hasta la actualidad no se ha acreditado este 
valor. 

b).-Los legitimados pasivos en concreto son enfáticos en indicar que en la demanda de acción de protección 
presentada por la accionante se dedica en varias páginas a explicar la subsidiariedad de la acción de 
protección, aspecto que en la doctrina constitucional se encuentra ya anunciado por lo tanto la forma en la 
cual esta propuesta la acción no permite la viabilización de la misma porque pide la declaración de un 
derecho y según establece el Art. 42 numeral 5 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales al hablar 
de improcedencia de la acción.- La acción de protección de derechos no procede cuando la pretensión del 
accionante sea la declaración de un derecho y en este caso ya está declarado su derecho entonces el 
mecanismo idóneo es buscar la tutela de su derecho subjetivo ya declarado pero mediante una acción por 
vía contenciosa administrativo. Por otro lado, no negaron el derecho que tiene la accionante, pero 
fundamentan su accionar en este caso  en que la señora Gloria Getrudis Toinga Silva al haber cumplido 
con todos los requisitos establecidos se remitió ya el expediente a la Coordinación Zonal para su validación 
y también Coordinación Central para su aprobación según consta en el Memorando MINEDUC-CZ3-2022-
01066-M, de fecha 17 de febrero del 2022, suscrito por la Magister Ximena Monserrath, Coordinadora de 
Zonal 3, una vez que esta revisado y validado por el nivel central se enviará el expediente al Ministerio del 
Trabajo para su revisión y el ultimo filtro ya dependerá posteriormente al Ministerio de Finanzas para el 
pago de esta bonificación. 

5.2.-PROBLEMAS JURÍDICOS PLANTEADOS 

Una vez que ya han sido identificados los puntos sujetos a controversia dentro del caso que nos ocupa, 
para dar solución a los mismos y al caso en concreto, como se señaló en líneas anteriores considero 
necesario el plantearnos el siguiente problema jurídico: 



“¿se vulneraron los derechos de petición, seguridad juridica,  asi como a la protección especial de la 
legitimada activa, debido a  que una vez reconocido su derecho a recibir la compensacion por retiro 
voluntario han transcurrido casi seis años, sin respuesta alguna y sin que por parte de los legitimados 
pasivos se  haya cumplido con el certificado de pago de codigo de trabajo hasta la actualidad? 

 Para empezar con el análisis del caso en concreto, partamos señalando que nuestra Constitución de la 
República del Ecuador ha diseñado una serie de mecanismos de protección a favor de los administrados 
(“stops” de poder), que tienen como finalidad frenar o cesar actos u omisiones generados por la 
Administración Pública (o quienes actúen en delegación del Estado) con los que se ha vulnerado o puedan 
vulnerar derechos constitucionales de los administrados, estos mecanismos en nuestra legislación han sido 
denominados como GARANTÍAS JURISDICCIONALES, las mismas que se las pueden clasificar en 
genéricas (acción ordinaria de protección, acción extraordinaria de protección y la acción de 
inconstitucionalidad) y específicas (habeas corpus, habeas data, acción de acceso a la información, acción 
de incumplimiento), siendo que en el caso que nos ocupa la legitimada activa ha presentado una ACCIÓN 
ORDINARIA DE PROTECCIÓN, acción que en abstracto tiene por finalidad el amparo directo y eficaz de 
los derechos reconocidos en la Constitución (tutela), y puede interponerse cuando exista una vulneración 
de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial, contra 
políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales; y, 
cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del derecho provoca daño grave, si 
presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se 
encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación y en función de estas circunstancias la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en su artículo 40 ha señalado que 
la  misma se puede presentar cuando concurran los siguientes requisitos:  

1.- Violación de Derecho Constitucional;  

2.- Acción u omisión de autoridad pública o de un particular de conformidad con el Artículo siguiente; 

3.- Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho violado. 

En relación a los requisitos establecidos en el Artículo 40 de la LOGJCC, la Corte Constitucional ha diseñado 
el Precedente Jurisprudencial Obligatorio dentro de la sentencia N° 001-16-PJO-CC (Caso 0530-10-JP), 
entre lo más relevante ha señalado lo siguiente:  

“…En efecto, una consideración de la que se debe partir para comprender el alcance del 
numeral 1 del artículo 40 de la LOGJCC, es que todos los derechos consagrados en la 
Constitución presentan varias facetas; es decir, son multidimensionales. Por tanto, los 
mecanismos o vías que el ordenamiento jurídico adopte para garantizar su efectiva 
vigencia deben abarcar, tanto la dimensión constitucional del derecho como su ámbito 
legal, de manera que se proteja integralmente el contenido del derecho vulnerado. En tal 
virtud, la doctrina ha sostenido que la dimensión constitucional de un derecho es aquella 
que tiene relación directa con la dignidad de las personas como sujetos de derechos, 
posición que ha adoptado la Constitución ecuatoriana, al afirmar que "el reconocimiento 
de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos no excluirá los demás derechos derivados de la 
dignidad de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que sean necesarios 
para su pleno desenvolvimiento" (el resaltado pertenece a esta Corte). (…) 

En consecuencia, si se trata de una vulneración que ataca a otra dimensión legal, que no 
tiene relación directa con la dignidad de las personas, por ejemplo los de índole 
patrimonial, deberán contar con otros mecanismos jurisdiccionales que permitan resolver 
adecuadamente sobre la vulneración del derecho en la justicia ordinaria. Todo lo cual 
corresponderá resolver al juez o jueza constitucional en sentencia. (…) 

Precisamente, si la acción de protección es considerada una garantía jurisdiccional de 
protección de derechos constitucionales (denominados así a partir de la dimensión 
constitucional del derecho), su activación cabe siempre y cuando esté de por medio un 
desconocimiento del ámbito constitucional del derecho vulnerado; solo en esos casos 
cabría la invocación de la justicia constitucional, pues no todos los conflictos de derechos 
que se presentan en la vida real pueden ser ventilados en ese ámbito. (…) 

La inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el 
derecho vulnerado exige pues la verificación de dos situaciones puntuales. La primera que 
el derecho que se invoca no cuente con otra vía de tutela en la justicia constitucional; es 
decir, que no esté amparado por una vía procesal constitucional especial que se pueda 
considerar más idónea. Lo cual quiere decir que el juez o jueza constitucional debe 



analizar si la vulneración del derecho constitucional que se invoca es objeto de protección 
en otras garantías jurisdiccionales, por ejemplo la libertad y la vida e integridad física de 
las personas privadas de libertad en el hábeas corpus, el acceso a la información pública 
en la acción de acceso a la información pública, la información e intimidad personal en el 
hábeas data, etc. Pues si en efecto, el derecho invocado cuenta con una vía especial en 
la justicia constitucional, esa debe ser considerada la vía idónea y eficaz para amparar el 
derecho vulnerado.  

Un segundo supuesto que se debe constatar a partir del requisito señalado en el artículo 
40 numeral 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
es que la vulneración a la que se alude en la acción de protección recaiga, en efecto, 
sobre el ámbito constitucional del derecho vulnerado. Anteriormente, esta Corte ha 
analizado las diferentes dimensiones que presentan los derechos, determinando que la 
justicia constitucional y en concreto, la acción de protección, tiene por objeto el amparo 
directo y eficaz de la dimensión constitucional del derecho vulnerado. 

La verificación de lo anterior permite calificar a la acción de protección como la vía 
adecuada y eficaz para amparar el derecho vulnerado, pues las garantías jurisdiccionales 
en general y la acción de protección en particular, tanto por el fin que persiguen cuanto 
por la materia que tratan (dimensión constitucional de un derecho fundamental), 
constituyen instrumentos procesales diseñados para garantizar la supremacía de los 
derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos internacionales de 
derechos humanos; por ende, son las vías jurisdiccionales idóneas para resolver sobre el 
daño causado como consecuencia de la vulneración de un derecho constitucional. Así, 
siempre que se esté frente a una violación de derechos constitucionales, por actos u 
omisiones de cualquier autoridad pública no judicial contra políticas públicas cuando 
supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales, y cuando la 
violación proceda de una persona particular, si la vulneración del derecho provoca daño 
grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o concesión o si la 
persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación, 
la vía constitucionalmente válida es la acción de protección.  

Para aquellos casos en los que la vulneración recae sobre otra dimensión del derecho, es 
decir, la legal, el ordenamiento jurídico ecuatoriano ha consagrado otras vías 
jurisdiccionales en la justicia ordinaria, constituyéndose latu sensu en las auténticas vías 
para amparar, al menos prima facie los derechos de las personas. En efecto, la justicia 
ordinaria presenta procedimientos especiales que resultan idóneos y adecuados para 
proteger el derecho del agraviado, pues se tratan de procesos dirimentes que permiten 
una amplia discusión y aportación de pruebas sobre el asunto controvertido, ventajas que 
el proceso constitucional no otorga al recurrente…” 

         Entonces con lo dicho por la Corte Constitucional en el precedente jurisprudencial antes citado, queda 
claro que para que proceda una acción ordinaria de protección de los hechos presentados por la legitimada 
activa se debe desprender que los actos ejecutados por el legitimado pasivo han sido vulneradores de 
derechos constitucionales  y si no existe otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para 
proteger el derecho violado, es decir si en el caso de que la Jueza o el Juez Constitucional detecta que por 
una acción u omisión se ha vulnerado derecho constitucional alguno, no precisamente debe agotar los 
recursos administrativos que franquea la ley o acudir al órgano de justicia ordinaria a reclamar se restituya 
el derecho vulnerado, y se detectó incluso puntos sujetos a controversia en esta sentencia, sino más bien 
la acción ordinaria de protección es adecuada y eficaz ante la existencia de un derecho constitucional 
vulnerado, ya que el efecto no residual de esta acción inclusive permite presentar esta acción aun cuando 
no se haya agotado los recursos administrativos que franquea la ley, o que ante la existencia de un 
mecanismo judicial que pueda proteger el derecho vulnerado, el mismo no presente las mismas garantías 
eficaces que tiene la acción ordinaria de protección, ya que debemos entender que el objeto de esta acción 
es proteger y reparar de manera eficaz y adecuada los derechos constitucionales que hayan sido 
vulnerados por una autoridad pública no judicial o aquellas personas que ha determinado el Artículo 41 en 
sus numerales 4 y de la LOGJCC. 

6.1.1.- Argumentación sobre el problema jurídico.- 

Por lo que queda por determinar si los actos ejecutados por los legitimados pasivos, han sido vulneradores 
de derechos constitucionales para que proceda la presente demanda de garantías, lo que nos hace analizar 
el problema jurídico formulado: 



     Para el desarrollo del problema jurídico señalado debemos señalar que el primer número del Artículo 41 
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional respecto a la procedencia de la 
acción, señala que cabe la acción ordinaria de protección ante  “Todo acto u omisión de una autoridad 
pública no judicial que viole o haya violado los derechos, que menoscabe, disminuya o anule su goce o 
ejercicio”, por lo que queda establecer si las omisiones y actos ejecutados por los legitimados pasivos han 
sido vulneradores de derechos constitucionales para determinar la procedencia o no de la presente 
demanda de garantías. 

     Por consiguiente el objeto de análisis de la presente acción ordinaria de protección, se encuentra 
circunscrito exclusivamente a la presunta vulneración de los siguientes derechos constitucionales: a. 
Derecho de petición, b. Derecho de las personas y grupos de atención prioritaria. c. Derecho a la 
seguridad jurídica,  por lo que esta juzgadora debe establecer una relación entre los alegatos de las 
partes, las normas jurídicas aplicadas y la pertinencia del caso. En el caso en concreto, la señora GLORIA 
TOINGA SILVA, concurre ante la suscrita Jueza con jurisdicción constitucional, ejercitando una de las 
garantías jurisdiccionales de los derechos constitucionales mediante el planteamiento de una acción de 
garantías constitucionales de protección sobre la base de los artículos 9 literal a) y 39, 40 y 41 de la 
LOGJCC, reclamando que se han vulnerado los invocados derechos constitucionales, solicitando que en 
sentencia se declare la vulneración de los derechos constitucionales alegados. 

     Considerando que las garantías jurisdiccionales tienen como finalidad la protección eficaz e inmediata 
de los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, 
pues así lo ha previsto el Art 6 de la LOGJCC. La Acción de Protección como garantía jurisdiccional busca 
reestablecer o prevenir de los abusos que pueden suceder de la actuación de personas que ejercen de una 
función pública o de la actividad humana particular, se orienta a mantener una sociedad equilibrada y 
controlada de manera tal que no se presente un dominio del poder; en sí el objeto de la acción de protección 
es atacar un acto cuando éste vulnere los derechos fundamentales; por lo que es necesario despejar el 
acto impugnado y analizar si su contenido imposibilite, perturbe u obstaculice el ejercicio del derecho a la 
persona afectada; corresponde pues analizar el caso particularizado si se han violentando derechos 
constitucionales de la accionante. 

6.2. Análisis concreto sobre los derechos vulnerados: 

6.2.1. SOBRE LA VULNERACION AL DERECHO DE PETICION.- 

      La legitimada activa alega que se ha vulnerado el “derecho a recibir resoluciones motivadas por parte 
de los poderes públicos”, cita el artículo 76.7. l CRE., ya que argumenta que pese a sus reiteradas gestiones 
y reclamos verbales, únicamente ha tenido como respuesta, un sin número de evasivas y promesas de 
pago que no se han materializado hasta la presente fecha. Ante esta inacción indolente del Ministerio de 
Educación, con fundamento en el Art. 66.23 y 76.7.1 de la Constitución de la República, con fecha 8 de 
diciembre del 2021, presenta formal petición a la Ministra de Educación, María Brown Pérez, solicitando 
el pago de los valores que se le adeudan por la compensación por retiro voluntario. Pese al tiempo 
transcurrido desde su última petición, hasta el día de hoy no ha tenido respuesta alguna a su constitucional 
y justo reclamo, continuándose de esta forma, con la vulneración de sus derechos y garantías 
constitucionales. 

    De lo manifestado y considerando que la justicia constitucional, se rige por la aplicación de principios 
establecidos en la Ley Organica de Garantías Jurisdiccionales y  Control Constitucional en el Art. 4 numeral 
13 Iura novit curia. “La jueza o el juez podrá aplicar una norma distinta a la invocada por las partes en un 
proceso constitucional”; esto, obliga al operador de justicia en el ambito constitucional a realizar un estudio 
de los hechos puestos en su conocimiento, y si el justiciable no conoce una norma constitucional o cita en 
forma equivocada una norma distinta y comparece citando una norma constitucional supuestamente 
violada, cuando en realidad no lo es, con fundamento en el invocado “principio iura novit curia”, la suscrita 
está facultada para fundamentar el fallo en disposiciones constitucionales aún cuando las partes procesales 
no las invoquen expresamente (Sentencia N° 1767-16-EP/21). Por ello, bajo este principio, de lo descrito 
por la legitimada activa, la suscrita considera que el análisis se centrará en la vulneración del derecho de 
petición. 

     La Constitución de la República, en su artículo 66 dispone "Se reconoce y garantizará a las personas: 
...23. El derecho a dirigir quejas y peticiones individuales y colectivas a las autoridades y a recibir 
atención o respuestas motivadas. No se podrá dirigir peticiones a nombre del pueblo”.Este derecho 
se trata de uno de los derechos fundamentales, cuya efectividad resulta indispensable para el logro de los 
fines esenciales del Estado, particularmente del servicio a la comunidad, la promoción de la prosperidad 
general, la garantía de los principios, derechos y obligaciones consagradas en la Constitución de la 
República, y fundamentalmente la participación de todos los ciudadanos, en las decisiones que nos afectan, 
así como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido instituidas, 
pues solo de este modo se va hacer realidad el proceso de cambio en el país y la existencia del Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia, así mismo es necesario indicar que es un derecho fundamental, de 
origen constitucional, que posibilita el acceso de las personas a las autoridades públicas, y obligan a estas 
a responder motivadamente a lo requerido por el solicitante o los solicitantes. 



Sobre este derecho la Corte Constitucional en sentencia No. 037-15-SEP-CC, define lo que se entiende por 
el derecho de peticion:1) implica que la autoridad responda pronta y oportunamente; 2) la respuesta 
debe resolver el fondo; 3) debe ser clara, precisa y guarda relacion con lo solicitado: 4) la garantia 
de lo peticionado no implica dar respuesta favorable. 

     En la especie, enfocándonos en la argumentación sobre la vulneración de este derecho, partiendo de 
que con fecha 10 de febrero del 2016, la legitimada activa presenta su renuncia, frente a lo cual, una vez 
aceptada la misma, con fecha 29 de febrero del 2016, se suscribe el Certificado de Código de Trabajo, en 
el que se reconoce el valor ha recibir por retiro voluntario. Por lo que presentada su renuncia una vez 
reconocido su derecho a recibir la compensación por retiro voluntario, conforme consta de los recaudos 
procesales se verifica la existencia de una petición efectuada por la legitimada activa, dirigida a la señora 
Ministra de Educación, con fecha 07 de diciembre del 2021, es decir, luego de varios años de su 
desvinculación, petición en la que la legitimada activa luego de relatar su situación, solicita se ordene el 
inmediato pago de la compensación por retiro voluntario que tiene derecho a recibir, frente aquello hasta el 
momento no se ha recibido ningún tipo de respuesta. 

    Al respecto es de señalar que ya ha pasado varios años, desde la expedición del acto administrativo de 
aceptación de la renuncia (29 de febrero del 2016), en la que se hace caso omiso para efectivizar el pago 
de la bonificación por concepto de retiro voluntario por renuncia de la accionante en calidad de servidora 
frente aquello la legitimada activa realiza su reclamo  conforme consta a fs. 3, sin tener ningún resultado, 
ninguna contestación a esta solicitud de pago y que es totalmente legal y procedente, a lo que se puede 
ver que efectivamente a la administración a pesar de los años transcurridos no demuestra el minimo interes 
por dar atención al pedido formulado de esta bonificación que realizo la servidora renunciante, conducta del 
administrador público que encuadra en una violación al derecho constitucional que se establece nuestra 
Constitución de la República del Ecuador en el Art. 66 que dice: “Se reconoce y garantiza a las personas: 
numeral 23 El derecho a dirigir quejas y peticiones individuales y colectivas a las autoridades y a recibir 
atención o respuestas motivadas. No se podrá dirigir peticiones a nombre del pueblo.” 

     Constituyéndose esta OMISIÓN de la parte legitimada pasiva en vulneración a un derecho reconocido 
por nuestra Constitución que es el derecho de petición, garantizado como derecho de libertad en el Artículo 
66 número 23 y que se sustenta en “…el derecho a dirigir quejas y peticiones individuales y colectivas 
y recibir atención o respuestas motivadas…”, lo que queda evidenciado que esto, no ha sucedido dentro 
del presente caso, pues ante los pedidos realizados por la administrada (hoy legitimada activa), la autoridad 
pública simplemente no ha dado atención a los mismos, manteniéndole a la legitimada activa en calidad de 
adulto mayor en la incertidumbre jurídica, a la que ya fue sometida desde el momento en que sin explicación 
motivada de por medio, sobre las razones por las cuales no se le ha acreditado hasta la actualidad los 
valores a recibir por retiro voluntario, pese a que, este derecho ya fue reconocido e incluso cuantificado 
conforme consta del certificado de pago de fs. 9 y del certificado de pago de fs. 203 adjuntado en copias 
certificadas por los legitimados pasivos. 

    Queda entonces demostrado que al existir constancia de la referida petición, la misma no ha sido 
respondida mucho menos de manera pronta y oportuna, lo que determina la existencia de una falta de 
atención al pedido formulado, respuesta que desde luego debio ser clara, precisa y que guarde relacion con 
lo solicitado, no existe ningún tipo de respuesta peor aún una respuesta motivada, o en su defecto una 
negativa sea tácita o expresa, por el contrario se omitió dar esa contestación y si contamos los días que 
tenía para que se presentara la demanda como derecho subjetivo o de plena jurisdicción ante el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, esta no prosperaria por el tiempo para su presentación, por ello la vía 
judicial ya no es la adecuada ni expedita, de conformidad a lo que dispone el Art. 40 numeral 3 y 42 numeral 
4 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en razón de que no se 
obtendría el fin deseado, que por derecho le corresponde a la accionante.Estableciéndose que este 
accionar de los legitimados pasivos,conculcaron su derecho fundamental de petición, al no existir ningún 
tipo de respuesta a su reclamo, lo que ha desembocado en vulneraciones a derechos constitucionales, 
cumpliéndose dicho sea de paso con el primer requisito del Artículo 40 de la LOGJCC. 

6.2.3. SOBRE LA VULNERACION AL DERECHO DE LAS PERSONAS Y GRUPOS DE ATENCION 
PRIORITARIA.- 

    La Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 35 dispone: "Las personas adultas mayores, 
niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de 
libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención 
prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado. La misma atención prioritaria recibirán las 
personas en situación de riesgo, las víctimas de violencia doméstica y sexual, maltrato infantil, desastres 
naturales o antropogénicos. El Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble 
vulnerabilidad”. 

    La atención prioritaria significa que, entre varias personas usuarias, quienes están en situación de 
vulnerabilidad tienen derecho a ser atendidas con preferencia. Entre varias personas que tienen derecho a 
recibir cualquier tipo de atención, las personas enumeradas en el detallado artículo 35 de la Carta magna 
tienen derecho de preferencia frente al resto. Por ello, la atención especializada implica que se debe atender 



las particulares situaciones que atraviesan o sufren quienes tienen derecho a una atención prioritaria, y que, 
en la medida que sea posible, los servicios públicos y privados se adapten a sus necesidades, al respecto, 
a nivel de tratados y convenios internacionales, los derechos de las personas adultas mayores se 
encuentran reconocidos en la Convención Interamericana sobre la protección de los derechos de las 
personas mayores (el art. 2, 6, 4.b, 4.c. entre otros.) 

    Siendo que la legitimada activa Gloria Toinga S., forma parte de uno de los grupos de atencion prioritaria 
como persona adulta mayor, al tener 66 a;os al momento de salir de la institución demandada y 
actualmente  72 a;os,  por lo tanto goza de especiales derechos, como se senaló a ser atendida de manera 
preferencial.En tal sentido, en el caso en analisis, a pesar de haber sido reconocido su derecho a recibir el 
pago por retiro voluntario,  el cual  hasta la actualidad no se ha realizado, por el contrario la legitimada 
activa, no ha recibido atención alguna a sus requerimientos y no solo a su pedido por escrito que consta 
dentro de autos, sino a sus peticiones verbales, ya que se ha visto obligada a trasladarse a la ciudad de 
Quito donde reposa el expediente original, donde le hicieron suscribir el certificado de pago de código de 
trabajo(ver fs. 9), donde consta el valor a recibir y que no se acreditado,  pese a sus reiteradas gestiones y 
reclamos verbales, unicamente ha tenido como respuestas, un sin numero de evasivas y promesas de pago 
que no se han materializado hasta la presente fecha, conforme relata en su demanda en el numeral 2.10. 

    La suscrita considera que este accionar de los legitimados pasivos, inborserva por completo su condición 
de persona adulta mayor, y por ende pertenece a un grupo de atencion priroritaria, y por ello, se debia 
prestar especial proteccion, lo cual no ha ocurrido, de hecho, han transcurrido seis años desde que salió de 
la institución accionada, sin que se atiende su legal y justo pedido, mas aun se verifica la existencia de dos 
actas de finiquito lo cual llama la atención, ya que  la una es  suscrita con fecha 25 de noviembre del 2019 
(ver fs. 44-46) y la otra firmada incluso a raiz de la presentacion de la presente acción de protección, es 
decir, posterior a la misma, con fecha 17 de febrero del 2022, la hacen suscribir otra acta de finiquito (ver 
fs, 227- 229), en la primera se reconoce el valor de USD.  52152.00 y  en la segunda el valor de USD. 
48612.00, incluso reducen los valores ya calculados años atrás, y nuevamente reconocen  en la cláusula 
SEXTA de dicha acta  que las partes declaran que el valor de USD. 48612.00 señalado en el acta por 
concepto de Renuncia o Retiro Voluntario para acogerse  a la jubilación establecidos en el contrato 
colectivo, acta transaccional o cualquier acta de acuerdo, se encuentra pendiente de pago y será reconocido 
por el empleador, por lo que este se compromete a  remitir a las autoridades responsables todos los 
requisitos y datos necesarios a fin de que se destinen los fondos para cubrir con la obligación señalada de 
acuerdo a la disponibilidad presupuestaria y a la priorización que hagan las instancias pertinentes, es decir, 
se continua vulnerando sus derechos pues se reconoce que jamás se realizó los pagos ya reconocidos 
incluso en la primera acta de finiquito, lo cual permite avizorar claramente que los legitimados pasivos 
vulneraron este derecho. 

6.2.4. SOBRE LA VULNERACION AL DERECHO A LA SEGURIDAD JURIDICA.- 

     El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de 
normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes, esto acorde al Art. 
82 de la Constitución de la República del Ecuador. 

     En relación al derecho a la seguridad jurídica, el Pleno de la Corte Constitucional del Ecuador, en 
Sentencia N.° 088-13-SEP-CC dentro del caso N.° 1921-11-EP y Corte Constitucional del Ecuador, para el 
período de transición, Sentencia N.° 0007-10-SEP-CC dentro del caso N.DOI32-09-EP , ha expresado: 

“...El Estado, como ente del poder público de las relaciones en sociedad, no sólo establece 
los lineamientos y normas a seguir, sino que en un sentido más amplio tiene la obligación 
de establecer "seguridad jurídica" al ejercer su "poder" político, jurídico y legislativo. La 
seguridad jurídica es la garantía dada al individuo, por el Estado, de que su persona, sus 
bienes y sus derechos no serán violentados o que, si esto llegara a producirse, le serán 
asegurados por la sociedad, protección y reparación; en resumen, la seguridad jurídica es 
la certeza que tiene el individuo de que su situación jurídica no será modificada más que 
por procedimientos regulares y conductos establecidos previamente. Como se ha dicho 
antes, el derecho a la segundad jurídica encuentra su fundamento en el respeto a la 
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas 
por las autoridades competentes, por expresa disposición constitucional...”. 

La Corte Constitucional se ha pronunciado en reiteradas ocasiones sobre el contenido de este derecho. 
Así, en sentencia N.° 0369-16-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 0573-13-EP, señaló: 

“Siendo así que el derecho a la seguridad jurídica se manifiesta como la necesidad que tiene la 
sociedad de contar con claros y precisos modelos normativos de conducta, establecidos con 
anticipación, para de esta manera dotar de certeza y viabilidad a las previsiones jurídicas, así como 
asegurar situaciones jurídicas previamente consolidadas; todo esto, bajo el imperio de la norma 
constitucional, como parámetro último para evaluar la validez en la aplicación e interpretación de 
dichos modelos normativos”. 



      Con respecto al alcance de este derecho fundamental, la Corte Constitucional en reiterados 
pronunciamientos, ha catalogado a la seguridad jurídica como: 

"El pilar sobre el cual se asienta la confianza ciudadana en cuanto a las actuaciones de 
los distintos poderes públicos; en virtud de aquello, los actos emanados de dichas 
autoridades públicas deben contener una adecuada argumentación respecto al tema 
puesto en su conocimiento, debiendo además ser claros y precisos, sujetándose a las 
atribuciones que le compete a cada órgano" 

      Razón por la cual, se colige que la seguridad jurídica es una garantía que el Estado reconoce a las 
personas para que su integridad y sus derechos no sean violentados y que en caso de que esto se produzca, 
se establezcan los mecanismos adecuados para su tutela; La seguridad jurídica consiste en el cumplimiento 
de los preceptos constitucionales y su irradiación en todo el ordenamiento jurídico. En tal virtud la 
constitucionalización del ordenamiento jurídico es la base de la seguridad jurídica. Entonces, la vigencia 
material de las normas claras, previas y públicas depende de su conformidad para con los preceptos 
constitucionales. 

      En definitiva, los funcionarios públicos tienen la obligación de aplicar normas atenientes al caso que se 
intenta solucionar, con buena fe, y ello nos lleva a una segunda condición, si se quiere, que es el  principio 
de legalidad a la prevalencia de la ley sobre cualquier actividad o función del poder público. Esto quiere 
decir que todo aquello que emane del Estado debe estar regido por la ley y su aplicación es inminente, y 
nunca por la voluntad de los individuos. 

    Entonces, para que no exista inseguridad jurídica se debe considerar.- (i) Que, las leyes deben, 
necesariamente, expresar el derecho subjetivo a la seguridad jurídica; (ii) que está prohibida la 
retroactividad, lo que alude a la estabilidad normativa; (iii) que la publicidad y la claridad son condiciones 
necesarias de la ley; y, (iv) que el poder público (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) está obligado frente a las 
personas titulares del derecho, y que por tanto, es responsable de sus violaciones, es decir, que está vedada 
la arbitrariedad y la discrecionalidad en el ejercicio de las funciones, en la construcción del ordenamiento 
jurídico y en la interpretación y aplicación de las reglas. 

Una vez determinado el marco jurídico y jurisprudencial que contiene el derecho a la seguridad jurídica, 
corresponde remitir el análisis al caso concreto, en este contexto, iniciando por el hecho de una vez que 
legitimada activa presenta su renuncia con fecha 10 de febrero del 2016, aceptada la misma conforme 
consta a fs. 8 el Director Distrital 16d01 PASTAZA-MERA-SANTA-CLARA-EDUCACION, mediante 
documento suscrito con fecha 29 de febrero del 2016, indica: “Revisado el documento habilitante que 
ingresan con su requerimiento se observa que usted está cumpliendo con los requisitos 
establecidos en la normativa legal vigente para acceder a la compensación por retiro voluntario. 
Consecuentemente, esta UATH informa que la Autoridad nominadora ha aceptado su solicitud e 
informa que se iniciará el proceso de desvinculación…” 

      En la misma fecha 29 de febrero del 2016, conforme obra a fs. 9 se suscribe la legitimada activa 
en  unidad de acto con el responsable financiero de la EOD, el responsable de la UATH  y la autoridad 
nominadora de la EOD el Certificado de pago Código de Trabajo, en el que se indica  en lo pertinente:  (…) 
“Una vez validado la documentación del trabajador  y cumpliendo con todos los requisitos establecidos en 
el oficio circular MDT-DM- 2016-0003 de fecha 14 de septiembre de 2016 para realizar  el procedimiento 
de jubilación para código del Trabajo, se han verificado los años de ingreso real en el Ministerio de 
Educación,  y el valor de pago correspondiente al retiro voluntario de acuerdo al siquiente detalles: (….) “. 

    Asi, en el descrito documento, no solo se reconoce el valor que debe recibir la accionante por retiro 
voluntario, sino que además se cuantifica en USD. 52.152,00, mas sin embargo, es a penas en noviembre 
del 2019, que se suscribe un acta de finiquito la cual consta a fs. 44, en la que efectivamente en la cláusula 
SEXTA   “Las partes declaran que el valor de USD. 52152.00 señalado en el acta por concepto de Renuncia 
o Retiro Voluntario para acogerse  a la jubilación establecidos en el contrato colectivo, acta transaccional o 
cualquier acta de acuerdo, se encuentra pendiente de pago y será reconocido por el empleador, por lo que 
este se compromete a  remitir a las autoridades responsables todos los requisitos y datos necesarios a fin 
de que se destinen los fondos para cubrir con la obligación señalada de acuerdo a la disponibilidad 
presupuestaria y a la priorización que hagan las instancias pertinentes”, lo cual no se ha cumplido por la 
entidad demandada, que como órgano estatal se ve obligado a ejercer potestades públicas de conformidad 
con las normas preestablecidas y conocidas por sus destinatarios, lo cual constituye a la seguridad  jurídica 
en una norma de acción contra los órganos del Estado. 

     Por ello, en el caso en estudio es obligación del MINISTERIO DE EDUCACION ejercer sus potestades 
protegiendo  y garantizar los derechos  de la accionante como persona de la tercera edad que pese a 
haberse reconocido su derecho a recibir el valor por retiro voluntario, reiteramos no ha sido acreditado, lo 
cual vulnera este derecho que representa el elemento esencial y patrimonio común dentro de un estado 
constitucional de derechos y justicia, que garantiza ante todo un respeto a la norma suprema, así como una 
convivencia jurídicamente ordenada, una certeza sobre el derecho escrito y vigente, así como el 
reconocimiento y la provisión de la situación jurídica,  por cuanto el accionar de los legitimados pasivos, no 



se ha fundado en normas claras, previas, públicas y pertinentes, teniendo siempre la certeza de que la 
normativa existente en el ordenamiento jurídico será aplicada cumpliendo ciertos lineamientos que generan 
la confianza acerca del respeto de los principios, derechos y disposiciones consagrados en el texto 
constitucional, que garanticen el derecho a la seguridad jurídica. 

     En razón de lo expuesto, pese a que existía una disposición previa, clara y pública  como en este caso 
es el valor de pago correspondiente al retiro voluntario que se fundamenta en el Art. 8 del Mandato 
Constituyente Nro. 2; en el Oficio Circular Nro. MDT-SPN- DPNTE-2016-0001 de 29 de marzo de 2016, 
emitido por el Ministerio de Trabajo, mediante el cual se indicó la obligación de aceptar renuncias 
presentadas por trabajadores y se emitieron las directrices para los procesos de optimización del talento 
humano sujeto al Código del Trabajo por concepto de jubilación, respectivamente; y en el tercer contrato 
colectivo, celebrado entre el MINISTERIO DE EDUCACION DEL ECUADOR y el COMITÉ DE EMPRESA 
UNICO DE LOS TRABAJADORES DE SERVICIOS DEL MINISTERIO DE EDUCACION DEL ECUADOR, 
disposición que no ha sido observada por los legitimados pasivos en su accionar, con ello, se evidencia la 
vulneración de la seguridad jurídica, siendo que las actuaciones provenientes de los poderes públicos, 
deben respetar los derechos y principios consagrados en el texto constitucional al igual que fundamentarse 
en las normas que integran el ordenamiento jurídico ecuatoriano mismo que se configura como un valor 
jurídico implícito y explícito en nuestro ordenamiento constitucional y legal vigente. 

     En consecuencia, la seguridad jurídica se constituye en un derecho que ampara a la legitimada activa, 
y corresponde a los jueces brindar, en todo momento, la certeza al ciudadano respecto de las actuaciones 
que, en derecho, se efectúan en cada momento procesal. Por lo que el accionar del legitimado pasivo, 
obedece a una clara vulneración a la seguridad jurídica derecho constitucional y principio fundamental del 
debido proceso que gozamos todos los ciudadanos regidos por la norma constitucional. 

6.3. MOTIVACION.- 

    La Corte Constitucional Respecto a la motivación, mediante sentencia No 1158-17EP/21, de fecha 20 de 
octubre 2021, se aleja de forma explícita y argumentada de su jurisprudencia relativa al test de motivación, 
que refería que una decisión está motivada cuando es razonable, lógica y comprensible, en dicha sentencia 
la jurisprudencia de la corte ha reiterado que la exigencia de la mencionada estructura mínima completa 
conlleva la obligación de: 

“(...) i) enunciar en la sentencia las normas o principios jurídicos en que se fundamentaron 
[los juzgadores]y ii)explicar la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho”  

De manera complementaria, con respecto al mismo asunto, en la referida sentencia la Corte Constitucional 
también ha descrito la estructura mínima de una argumentación añadiendo un tercer elemento a los dos 
indicados en la cita reciente: 

“(...) “[los actos jurisdiccionales deben:] i) enunciar en la sentencia las normas o principios 
jurídicos en que se fundamentaron [los juzgadores]; ii) enunciar los hechos del caso; y iii) 
explicar la pertinencia de la aplicación de las normas a los antecedentes de hecho. 

     En suma, el criterio rector para examinar un cargo de vulneración de la garantía de motivación establece 
que una argumentación jurídica es suficiente cuando cuenta con una estructura mínimamente completa, es 
decir, integrada por estos dos elementos: (i) una fundamentación normativa suficiente, y (ii) una 
fundamentación fáctica suficiente. Esto quiere decir lo siguiente: “61.1. Que la fundamentación normativa 
debe contener la enunciación y justificación suficiente de las normas y principios jurídicos en que se funda 
la decisión, así como la justificación suficiente de su aplicación a los hechos del caso. Como ha sostenido 
la Corte IDH, la referida fundamentación jurídica no puede consistir en “la mera enumeración de las normas 
que podrían resultar aplicables a los hechos o conductas”. O, en términos de la jurisprudencia de esta Corte, 
“[l]a motivación no puede limitarse a citar normas” y menos a “la mera enunciación inconexa [o “dispersa”] 
de normas jurídicas”, sino que debe entrañar un razonamiento relativo a la interpretación y aplicación del 
Derecho en las que se funda la resolución del caso. 61.2. Que la fundamentación fáctica debe contener una 
justificación suficiente de los hechos dados por probados en el caso. Como lo ha señalado esta Corte, “la 
motivación no se agota con la mera enunciación de los antecedentes de hecho, es decir, de los hechos 
probados”, sino que, por el contrario, “los jueces [...] no motiva[n] su sentencia si no se analizan las 
pruebas”. 

      En la misma dirección, la Corte IDH ha establecido que la motivación sobre los hechos no puede 
consistir en “la mera descripción de las actividades o diligencias [probatorias] realizadas”, sino que se debe: 
“exponer [...] el acervo probatorio aportado a los autos”, “mostrar que [...] el conjunto de pruebas ha sido 
analizado” y “permitir conocer cuáles son los hechos”. Sin embargo, hay casos donde la fundamentación 
fáctica puede ser obviada o tener un desarrollo ínfimo por tratarse, por ejemplo, de causas donde se deciden 
cuestiones de puro derecho, en las que existe acuerdo sobre los hechos o los hechos son notorios o 
públicamente evidentes...”. 

     Sobre esta base, el artículo 88 de la Constitución de la República, postula que la acción de protección 
constituye una garantía jurisdiccional que protege los derechos constitucionales, de forma "directa" y 



"eficaz", cuando exista una vulneración a estos.El artículo 39 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional determina que la acción de protección tendrá por objeto el amparo 
directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una 
vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no 
judicial; contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos 
constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del derecho 
provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o concesión, o si la 
persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación. 

     De conformidad con los enunciados normativos que preceden, se observa en la acción de protección un 
mecanismo de tutela inmediata, con la capacidad de lograr la protección real de los derechos 
constitucionales. La Corte Constitucional, en varios de sus fallos, ha sido enfática en sostener que la acción 
de protección, constituye la garantía más eficaz y adecuada que debe ser desplegada en los casos en que 
se haya vulnerado derechos constitucionales por parte de autoridades públicas o privadas. De ahí que 
resulta fundamental que el juez constitucional, una vez que haya sustanciado la acción, deba identificar y 
sustentar si el acto u omisión demandado vulnera derechos constitucionales o si por lo contrario, se ha 
puesto en su conocimiento la afectación de un derecho de origen legal u ordinario; es decir, cuyo origen 
provenga de la aplicación o interpretación de las normas infraconstitucionales y que naturalmente su 
reconocimiento esté sujeto al análisis legal que debe hacer todo juez común, pues es a través de este 
ejercicio, como el juez constitucional puede garantizar la eficacia de la garantía jurisdiccional o a su vez 
garantizar la pertinencia de la justicia ordinaria, siendo necesario también que el juez verifique 
efectivamente la vulneración de derechos constitucionales luego de un profundo estudio de la causa 
concreta; caso contrario, si el asunto controvertido no conlleva una cuestión de evidente relevancia 
constitucional, esto es, la vulneración de derechos constitucionales, se estaría inobservando la obligación 
de toda autoridad judicial a motivar sus decisiones. 

    Por lo tanto, cuando se activa la justicia constitucional por medio de una acción de protección, se está 
invocando el funcionamiento de un procedimiento sencillo, rápido, eficaz y oral, según lo consagra el artículo 
86 numeral 2 literal a de la Constitución de la República, por cuanto la conducta de la autoridad pública o 
del particular ha afectado, menoscabado, violentado el ámbito constitucional de un derecho. En 
consecuencia, la naturaleza del conflicto debe revestir relevancia constitucional para que la acción de 
protección se constituya en el medio apto para resarcir la vulneración del derecho constitucional. 

    Por consiguiente, el análisis que debe realizar el juez constitucional que conoce acciones de protección, 
radica en la verificación de la vulneración de derechos constitucionales, puesto que su finalidad es, 
justamente reparar el daño irrogado por aquella vulneración.  Tal es el desarrollo jurisprudencial realizado 
por la Corte Consitucional, respecto a la naturaleza objeto y alcance de la acción de protección, que en el 
precedente N.° 001-16-PJO-CC, caso N.° 530-10-JP, creó la siguiente regla jurisprudencial: 

“Las juezas y jueces constitucionales que conozcan de una acción de protección, deberán 
realizar un profundo análisis acerca de la real existencia de la vulneración de 
derechosconstitucionales en sentencia, sobre la real ocurrencia de los hechos del caso 
concreto. Las juezas o jueces constitucionales únicamente, cuando no encuentren 
vulneración de derechos constitucionales y lo señalen motivadamente en su sentencia, 
sobre la base de los parámetros de razonabilidad, lógica y comprensibilidad, podrán 
determinar que la justicia ordinaria es la vía idónea y eficaz para resolver el asunto 
controvertido”. 

     Por lo tanto, fijado el escenario constitucional dentro del cual opera la acción de protección, queda claro 
que el objeto de dicha garantía, conforme a la normativa constitucional citada y la interpretación que de la 
misma ha realizado esta Corte, y sobre el cual, debe construirse el razonamiento judicial por parte de las 
autoridades que resuelven la garantía en referencia, es la real existencia de la vulneración de derechos 
constitucionales. 

     La suscrita Jueza constitucional en la  presente acción de protección, luego del examen integral de los 
hechos del caso concreto sobre la situación de la legtitimada activa señora GLORIA TOINGA SILVA , realiza 
en esta sentencia un profundo análisis acerca de la real existencia de la vulneración de derechos 
constitucionales, lo cual conlleva  a determinar conforme lo analizado en el considerando 6.2 y sus 
subnunerales, que en efecto, se ha de violentando derechos constitucionales de la legitimada activa (a. 
Derecho  de petición, b. Derecho de las personas y grupos de atención prioritaria. c. Derecho a la 
seguridad jurídicad.), sobre la base de los parámetros establecido motivacion actualmente indicados por 
la Corte Constucional, la suscriba considera que se encuentra ante un caso de vulneración de derecho 
constitucionales. 

      Conforme lo analizado en la vulneracion de cada derecho, se determina  que la justicia ordinaria es la 
vía idónea y eficaz para resolver el asunto controvertido, en virtud del accionar  de los legitimados pasivos 
ya  relatado, por lo cual  no existe otras vías para solucionar las pretensiones de la parte accionante, sin 
que tenga asidero legal el argumento de los accionados respecto a que por la forma en la cual esta 



propuesta la acción  la accionante solicita la declaración de un derecho lo cual no procede según establece 
el Art. 42 numeral 5 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, de lo cual 
en el caso en estudio, es evidente que el derecho ha recibir la indeminazación por retiro voluntario, esta 
plenamente reconocido y cuantificado, por ello se suscriben tanto el certificado de pago e incluso las dos 
actas de finiquito, conforme se indicó una de ellas firmada y elaborada con posterioridad a la fecha de 
presentación de la presente acción de protección, lo cual ratifica la alegada vulneración de los derechos 
constitucionales. 

     Por otro lado, los legitimados pasivos, argumentan contrariamente que no negaron el derecho que tiene 
la accionante, pero fundamentan su accionar en que la señora Gloria Getrudis Toinga Silva, al haber 
cumplido con todos los requisitos establecidos se remitió ya el expediente a la Coordinación Zonal para su 
validación y también a Coordinación Central para su aprobación según consta en el Memorando MINEDUC-
CZ3-2022-01066-M  de fecha 17 de febrero del 2022, suscrito por la Magister Ximena Monserrath, 
Coordinadora de Zonal 3, una vez que esta revisado y validado por el nivel central se enviará el expediente 
al Ministerio del Trabajo para su revisión y el ultimo filtro ya dependerá posteriormente al Ministerio de 
Finanzas para el pago de esta bonificación. Frente aquello se debe considerar que han trancurrido seis 
anos,  ya apenas  el 17 de febrero del 2022, es decir, a raiz de la presentacion de la demanda de accion de 
proteccion, mediante el descrito memorando se pretenderia  dar tramite al insistente pedido de la legitimada 
activa, sin que hasta la presene fecha su derecho ya reconocido haya tenido resultados favorables que 
protegan sus derechos en calidad persona de la tercera edad, por lo cual la acción es procedente al amparo 
del artículo 88 de la Carta Magna,  pues esta acción brinda el amparo directo y eficaz de los derechos 
reconocidos en la Constitución, por ende esta es la via constitucional idónea dado el asunto controvertido, 
al existir una vulneración de derechos constitucionales,  en esta caso por una autoridad pública no judicial 
como es el Ministerio de Educación. 

7.- POR LO EXPUESTO: 

En mérito de lo expuesto, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 
ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA expido la 
siguiente: 

SENTENCIA 

1. ACEPTAR la acción ordinaria de protección planteada por la ciudadana GLORIA GETRUDIS 
TOINGA SILVA, en contra de María Brown Pérez, Ministra de Educación del Ecuador, Ximena 
Monserrath Loroíla Costales, Coordinadora de la Zonal 3 del Ministerio de Educación 16D01, 
Pastaza, Mera y Santa Clara, Carlos Manuel Ruiz Jara, Director Distrital de Educación 16D01 

2. DECLARAR, la vulneración de derechos de carácter constitucional, como es el de atención 
prioritaria a un miembro de un grupo de atención prioritaria, conforme los artículos 35, 36 y 37 
número 3 de la Constitución de la República del Ecuador, así como el derecho a la seguridad 
jurídica establecida en el Artículo 82 del mismo cuerpo de leyes, que por efectos del accionar de 
los legitimados pasivos han sido vulnerados y por la omisión existente también se ha visto 
vulnerado el derecho de petición que como derecho de libertad se encuentra reconocido en el 
Artículo 66 número 23 de nuestra Constitución 

3. Como Medida de reparación económica: 

Considerando que el Art. 19 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional dispone: “Reparación económica.- Cuando parte de la reparación, por cualquier 
motivo, implique pago en dinero al afectado o titular del derecho violado, la determinación del monto 
se tramitará en juicio verbal sumario ante la misma jueza o juez, si fuere contra un particular; y en 
juicio contencioso administrativo si fuere contra el Estado”. 

3.1. Se DISPONE: Que el Ministerio de Educación del Ecuador, pague a la señora GLORIA 
GETRUDIS TOINGA SILVA, la compensación por retiro voluntario, con los respectivos intereses de 
ley generados. Estos valores serán determinados por el Tribunal Contencioso Administrativo en este 
caso con sede en el ciudad de Ambato, los cuales deberán ser liquidados conforme lo dispone el 
invocado artículo 19 ibídem (sentencia No 011-16-SIS-CC caso No 0024-10-IS, del 22 de marzo del 
2016). La Corte Constitucional emitió la siguiente regla jurisprudencial: “El monto de la reparación 
económica, parte de la reparación integral, como consecuencia de la declaración de la vulneración 
de un derecho reconocido en la Constitución, se la determinará en la jurisdicción contenciosa 
administrativa cuando la deba satisfacer el Estado y en la vía verbal sumaria cuando deba hacerlo 
un particular. Dicho procedimiento se constituye en un proceso de ejecución, en el que no se 
discutirá sobre la declaratoria de vulneración de derechos”. Y conforme a la regla jurisprudencial 
dictada por la Corte Constitucional en el numeral 4 de la sentencia No.- 004-13-SAC-CC, emitida 
dentro de la causa signada con el No. 0015-10-AN, aprobada por el Pleno de ese Organismo el 13 
de junio de 2013. En consecuencia se dispone que se remita el expediente al Tribunal de lo 



contencioso administrativo con sede en la ciudad de Ambato, a fin de que previo al sorteo de ley, se 
inicie el proceso correspondiente. 

3.2. Como medida de satisfacción: 

Como mecanismo de satisfacción al evidenciarse la vulneración de derechos constitucionales  los 
legitimados pasivos  Ministerio de Educación del Ecuador la Coordinación Zonal 3 del 
Ministerio de Educación 16D01, Pastaza, Mera y Santa Clara,  y la Dirección Distrital de 
Educación 16D01, deberán ofrecer disculpas públicas que serán publicadas en el portal web 
institucional, por una ocasión en un lugar visible y de fácil acceso de la página principal. 

4. DISPONER, a los legitimados pasivos que una vez se ejecutorié esta sentencia, en el término de 
10 días informe a esta autoridad el cumplimiento de la medida de satisfacción diseñada a favor de 
la legitimado activa. 

5. DISPONER, enviar atento oficio a la Defensoría del Pueblo de Pastaza a efectos que realice un 
seguimiento de lo dispuesto en la presente sentencia, acorde a lo establecido en el Art. 21 de la 
LOGJCC. 

6. DISPONER, conforme al Artículo 25, número 1 de la LOGJCC, que la presente sentencia una vez 
ejecutoriada, sea remitida en un término no mayor a tres días a la Corte Constitucional, para su 
conocimiento y eventual selección y revisión 

7. NOTIFICAR, a los sujetos procesales el contenido de esta sentencia, para los fines legales 
pertinentes. 

8. RECURSO DE APELACION.-El derecho a recurrir es una garantía constitucional prevista en el 
Art. 76, numeral 7, letra m) de la Constitución de la República, y consagrado en el Art. 8, numeral 
2do  de la Convención americana de derechos humanos; al haber interpuesto el Recurso de 
Apelación contra la presente sentencia por los legitimados pasivos, con fundamento en el Art. 24 de 
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, SE CONCEDE el Recurso 
de Apelación, se dispone remitir el expediente a la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de 
Justicia de Pastaza. NOTIFIQUESE. 

 


